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INTRODUCCIÓN

El Perú ha iniciado un proceso complejo de descentralización, lo que constituye hoy en día uno de los principales retos para el país, dado que supone una reforma del Estado, y en este marco la adecuación del sector público a nuevas formas de hacer gobierno. Entre los componentes priorizados en la nueva normatividad nacional (ley de bases de la descentralización, ley orgánica de municipalidades, etc), están la concertación y la participación ciudadana en la toma de decisiones, y la institucionalización de instrumentos como el planeamiento estratégico y el presupuesto participativo.

Estos procesos de planificación concertada no son nuevos en nuestro país. Si bien existen algunas experiencias que se inician desde los años 80, la etapa en la que cobran mayor fuerza es a partir de mediados de los 90s, que coincide con el período más duro del gobierno autoritario de Fujimori. Los actores locales que estuvieron involucrados en estos procesos adquirieron una experiencia valiosa, sin embargo no lograron iniciar procesos de articulación, manteniéndose como experiencias aisladas. 

Los procesos de presupuesto participativo durante este mismo período, más bien se han realizado en espacios locales municipales, básicamente distritales. Este instrumento ha permitido la toma de decisiones por parte de la población sobre el gasto público, sin embargo no siempre ha estado asociado a un Plan de desarrollo de la localidad. Durante el 2002, el Estado Peruano acuerda con la sociedad civil representada por las Mesas de Concertación de Lucha contra la Pobreza (MCLCP) - creadas durante en gobierno de transición -, que se inicie un proceso de planificación concertada y presupuesto participativo a nivel departamental, a modo de contribuir a un tránsito ordenado hacia los gobiernos regionales. Las MCLCP y el Ministerio de Economía y Finanzas convocaron a la formulación de Planes y Presupuestos Participativos a nivel nacional. En este proceso nueve departamentos entraron a la experiencia piloto.

A principios del año 2003 se instalan los Gobiernos Regionales en todo el territorio nacional y las nuevas gestiones Municipales elegidas democráticamente en noviembre del 2002. Se aprueba una nueva legislación que brinda un marco para la participación ciudadana en la planificación del desarrollo regional y local e institucionaliza el mecanismo del presupuesto participativo. 

Algunas de las leyes vigentes que facultan la participación ciudadana (Planes Concertados y Presupuestos Participativos, Consejos de Coordinación Regional y Local, fiscalización y vigilancia):

· Ley de Participación Ciudadana nº 26300

· Ley de Reforma de la Constitucional de la Descentralización nº27680 

· Ley de bases de la Descentralización nº 27783 

· Ley orgánica de Gobiernos Regionales nº 27867 

· Ley Orgánica de Municipalidades nº 27972 

· Ley marco del Presupuesto Participativo

· Instructivo nº 002-2003-EF/76.01 para la programación participativa del presupuesto en los gobiernos regionales y gobiernos locales para el año fiscal 2004

El presupuesto participativo ya se ha convertido en un asunto público. En este contexto es necesario tomar en cuenta que se trata de procesos que se van construyendo en base a los errores y aciertos, y suponen un aprendizaje constante. Son procesos que dependen de la complejidad social, cultural, económica y política del espacio local donde se desarrollen las dinámicas, dependen del tipo de actores que participen y de los intereses que se ponen en juego a la hora de tomar decisiones. Consideramos que el presupuesto participativo no es un fin en sí mismo, constituye un instrumento que contribuye a la construcción de ciudadanía y a fortalecer la democracia. Bien orientado evita la generación de cuotas de poder y la concentración del mismo, ampliando los niveles de toma de decisiones y generando una práctica (tanto en las instituciones del Estado como en la población) de transparencia en el manejo presupuestario. Finalmente contribuye a ejercitar a la población en sus derechos y deberes como ciudadanos y a participar en la toma de decisiones de asuntos que influyen en su calidad de vida.

Existen una serie de experiencias de presupuesto participativo en el Perú muy valiosas, que han sido la base para la formación de las propuestas legislativas y la puesta en marcha de procesos más recientes. Una de ellas es la experiencia de Villa El Salvador.

Villa El Salvador es un distrito popular ubicado a 21 kilómetros al sur de Lima. Se funda en el año 1971, producto de una invasión de 200 familias a tierras del Estado. Hoy viven en Villa El Salvador más de 350,000 personas. A lo largo de sus más de 30 años de existencia la comunidad del distrito ha vivido entre sus múltiples experiencias, la de formulación, aplicación y gestión de tres planes de desarrollo. Por lo tanto la participación y la negociación de intereses no es una práctica que les es ajena. En el año 1999 se inicia un proceso de concertación para la construcción del tercer Plan de Desarrollo Distrital. Se generan una serie de instancias de la sociedad civil que debían permitir canalizar las propuestas de la comunidad en su conjunto. En el año 2000, con los objetivos estratégicos definidos en forma colectiva se inicia la aplicación anual del presupuesto participativo, tomando como experiencia de referencia la de Porto Alegre, Brasil.
EL PROCESO

Si el Plan de desarrollo se construyó de manera colectiva, los recursos debían de gastarse de la misma manera. A pesar que aún no se había logrado culminar con el proceso de Planificación del distrito - únicamente se contaba con la visión de desarrollo y los 5 objetivos estratégicos -, el Gobierno Local de Villa El Salvador, decidió iniciar en el año 2000 la implementación del presupuesto participativo. Para ello se dividió en territorio distrital en ocho zonas a fin de distribuir los recursos y movilizar a la población para la discusión de sus prioridades zonales. Se definieron también las fases a seguir para la implementación del proceso: a) Asignación presupuestal, b) convocatoria a la población, c) talleres temáticos y territoriales, d) asambleas para la definición de prioridades, e) elaboración de proyectos, f) ejecución de proyectos, g) evaluación y rendición de cuentas.

Cada año se somete a discusión el 35% del gasto de inversión del Fondo de Compensación Municipal (transferencia del Gobierno Central) que fue repartido en los 8 territorios en los que se dividió el distrito para efectos de la asignación presupuestal, en función a tres indicadores: Necesidades básicas insatisfechas (20%), número de población (30%) y niveles de tributación (50%). El monto total de recursos que se pone a discusión es de 2 millones de soles, lo que equivale a 570,000 dólares, y representa una inversión de aproximadamente 1.75 dólares per capita. Si bien el monto es reducido, se logró movilizar a una parte importante de la población y ante todo incorporar nuevamente a las organizaciones sociales de base en los procesos de gestión local.

Se generaron dos tipos de instancias que canalizaron la participación de la sociedad civil en este proceso. Estas fueron las Mesas temáticas
, encargadas de elaborar las políticas sectoriales en función ala reflexión y acción en temas específicos, y los Comités de desarrollo territorial, donde se debaten e implementan los planes operativos. El presupuesto participativo ha logrado articularse sólo a estos comités territoriales, quedando al margen hasta ahora las instancias temáticas. 

La municipalidad distrital ha conducido desde el inicio este proceso, por tanto no cabe duda que depende de la voluntad política de la gestión de turno. Villa El Salvador es uno de los pocos casos en el Perú que contó con un marco normativo que brindara garantías para la continuidad de esta experiencia a futuro. La institucionalidad del proceso se trabajó también de manera participativa el año 2001, paradójicamente año en el que no se pudo concretar el presupuesto participativo, a consecuencia de una serie de problemas no resueltos al interior de la municipalidad y en relación con los mecanismos de participación de la sociedad civil. Sin embargo ese año se logró contar con una Ordenanza y un Reglamento aprobado, que posteriormente ha servido de base para la continuidad del proceso perfeccionando los mecanismos existentes.

En el 2002 - año de elecciones municipales - se retoma la ejecución del presupuesto participativo, y se prioriza hacia fines del mismo año las obras para el siguiente pliego presupuestal, que ya sería implementada por la siguiente gestión. Quedaba claro que la continuidad y consolidación del proceso del presupuesto participativo constituía un desafío para el conjunto de actores locales en el distrito. No resultaba fácil convertir en una práctica cotidiana procedimientos de concertación que supongan la democratización del poder mediante la toma de decisiones compartidas sobre la inversión local. Debían fortalecerse las capacidades locales al mismo tiempo que se ponía en marcha una nueva etapa del proceso. El contexto nacional también resultó favorable para la experiencia y para fortalecer las alianzas iniciales existentes. El Ministerio de Economía y Finanzas publicó en mayo del 2003 una Resolución y un Instructivo que norma la programación participativo del presupuesto en los gobiernos regionales y locales para el año fiscal 2004. Esto permitió al proceso participativo en Villa El Salvador contar con un marco legal mayor y perfeccionar ciertos procedimientos. 

Un aspecto clave que se identificó en el proceso de presupuesto participativo está ligado a la debilidad de las capacidades técnicas de los principales actores que están involucrados en él (funcionarios, dirigentes y población en  general). Era imprescindible invertir en procesos formativos ligados a la puesta en marcha de la gestión misma, y generar flujos de información que permitieran a la población contar con elementos para la toma de decisiones. Es así que, con una nueva gestión en marcha, se buscó fortalecer la alianza entre la Municipalidad, los Comités de desarrollo territorial y las ONGs que trabajan en la zona para iniciar un nuevo proceso que esta oportunidad incorpore aquellos aspectos pendientes del proceso anterior. Se creó un comité técnico integrado por los representantes de cada uno de los miembros de la alianza. Se priorizaron los siguientes elementos: a) Culminar el Plan Integral de Desarrollo, b) elaborar el presupuesto participativo para el año fiscal 2004, incorporando dos elementos: la capacitación y la democratización de la información, c) la adecuación de la Ordenanza y el reglamento distrital a las nuevas normar aprobadas a nivel nacional y d) la creación del Comité de gestión Distrital de desarrollo, instancia que deberá tener entre sus funciones la de articular el Plan y los presupuestos anuales, los espacios de concertación temáticos y los territoriales.

Se definieron dos momentos para el desarrollo de las acciones: se comenzó con la realización  del presupuesto participativo para el 2004, dado que el Ministerio de Economía y Finanzas adelantó la fecha de presentación de los pliegos presupuestales a Julio. Antes de iniciar las fases de discusión presupuestal, se desarrollaron dos talleres de capacitación dirigidos a los miembros de los Comités de desarrollo territorial y los dirigentes de las organizaciones sociales de base. Los pasos seguidos hasta la aprobación del presupuesto participativo fueron los siguientes:

· Lanzamiento del proceso: Convocatoria y presentación de los pasos a seguir.

· Taller I: a) Marco general de la Descentralización, b) recuento del proceso anterior, c) rol y funciones del Gobierno local, d) fases del presupuesto participativo.

· Taller II: a) Momentos del presupuesto participativo, b) criterios para la asignación de recursos, c) criterios para la priorización de proyectos.

· Asambleas territoriales: Para priorizar los proyectos se realizaron asambleas en las 8 zonas en las que se ha dividido el distritos. La relación de los proyectos aprobados se presenta mediante un acta firmada por todos los participantes.

· Asamblea distrital: a) Aprobación de los proyectos a nivel territorial, b) priorización de los proyectos de carácter distrital.

· Evaluación: Al finalizar el proceso de presupuesto participativo se realiza una evaluación conjunta  antes de iniciar la siguiente etapa.

Los talleres se realizaron de manera simultánea, y en esta labor es importante destacar la activa presencia de los regidores y funcionarios municipales, tanto en aspectos organizativos como en la parte de los contenidos. Esto fortaleció la relación con los territorios y con las instancias descentralizadas de la municipalidad.

El marco normativo y la propuesta del modelo de gestión son dos aspectos que si bien habían sido considerados para el primer momento no fueron posibles abordarlos y aun están pendientes. El segundo momento deberá incluirlos, además de la culminación del Plan de Desarrollo distrital al 2021. Para ello ya se tienen programados una serie de talleres para elaborar las principales líneas programáticas a partir de los objetivos estratégicos aprobados la gestión pasada, y la cartera de proyectos.

Otro de los aspecto relevantes es el tema de la comunicación. Este tipo de procesos requiere de información relevante que esté al alcance de todos, así las decisiones que se tomen sobre el gasto presupuestal serán las más adecuadas. Producir información pertinente ha sido otros de los aspectos reforzados en esta etapa, y socializarla a fin de que llegue oportunamente. Adicionalmente a la información en formato escrito distribuída, el Gobierno Local cuenta ya con una Página Web 
 donde se puede consultar lo que se desee sobre la organización municipal, las principales obras priorizadas, el presupuesto proyectado del distrito y la ejecución presupuestal trimestral.

ASPECTOS INNOVADORES

La planificación y el presupuesto participativo entendidos como un proceso: Más allá de los instrumentos utilizados, la experiencia desde el inicio fue concebida como un proceso que debería permitir fortalecer el tejido social, bastante debilitado en las últimas décadas, y movilizar a la población en base a objetivos comunes. De esta manera el Plan de Desarrollo y el presupuesto participativo están contribuyendo a:

· Dinamizar la organización barrial, potenciando a los actores locales y promoviendo nuevos liderazgos en el distrito.

· Pasar de una mirada barrial a una visión distrital, tomando en cuenta la complejidad y heterogeneidad del territorio.

· Redefinir los roles de los diferentes agentes locales, pasando de la confrontación a las alianzas para el desarrollo local.

Relaciones propositivas entre los diversos actores: Este proceso ha obligado a los diversos actores a exigirse recrear un discurso en el que se incluya un futuro posible de alcanzar y el cómo hacerlo realidad. En concreto ello permitió:
· Mayor acercamiento entre gobierno local y los ciudadanos. La participación de la población en la toma de decisiones sobre la ejecución de parte del presupuesto municipal en su territorio, se expresa en las responsabilidades compartidas y en un diálogo más constante en torno al desarrollo integral de cada sector. Este acercamiento entre los funcionarios y técnicos de la municipalidad y los dirigentes comunales ha permitido avanzar en el cambio de la percepción que tienen los pobladores de la municipalidad. Aquí han jugado un papel preponderante las Agencias Municipales (existen 4 en Villa El Salvador) quienes se convirtieron en los promotores del proceso.

· Aplicación de criterios y reglas de juego. Adicionalmente a la ordenanza y el Reglamento que norma todo el proceso, producto de la creatividad de los actores en el proceso se idearon mecanismos diversos, por ejemplo: Actas refrendando la priorización de las obras, cuadernos de control para la población de los materiales que entrega la municipalidad, etc.

Intervención de la ciudadanía en las decisiones que los afectan y control al gobierno local: Esta intervención se ha dado de manera real y efectiva al momento de priorizar el tipo de obras que los territorios consideran conveniente hacer. Además, ha implicado la generación de mecanismos de vigilancia ciudadana para la fiscalización de las obras.

Socialización de la información: Aunque aún la información no es compartida por todos, uno de los logros de este proceso ha sido el avance en diversos niveles:

· Conocimiento del manejo interno de la municipalidad. Los territorios saben ahora más que antes acerca de los roles y las funciones de las direcciones municipales, de los mecanismos internos que se incluyen en la gobernabilidad del distrito, del monto de los ingresos municipales por los tributos de cada zona, entre otros.

· Costos de las obras. Cada dirigente sabe, producto de la propia experiencia, desde el costo de techado, pasando por los drenajes para regadío, hasta el catastro para una zona. Ello le da al dirigente una mejor ubicación ante sus demandas y lo que propone a realizar.

· Legislación que enmarca el proceso. El hacer suyo el proceso ha significado para los dirigentes conocer también las leyes marco en las que se suscriben las adquisiciones del gobierno local. Saber que se tiene que pagar los impuestos por las compras, lo que significa contratar personal, etc.

· Relación con el gobierno central. Aunque ello no ha sido un objetivo de este proceso, también es útil para el dirigente conocer la relación entre el gobierno municipal y el gobierno central, las dinámicas que entre ellos se establecen y los límites que también poseen los gobiernos municipales, cuál es el monto que se destina desde el gobierno central a los municipios, etc.

Niveles de participación: Pese a todos los problemas que se han suscitado en el proceso, los niveles de participación de la comunidad son relativamente buenos. Cerca del 12.5% de la población mayor de 15 años de Villa El Salvador ha tenido alguna participación en la priorización de las obras en su territorio. Un 6.25% de esta población ha tenido una intervención más dinámica en los distintos espacios de toma de decisiones. 
ALGUNAS DIFICULTADES A TOMAR EN CUENTA

Una mirada a los procesos de planeamiento estratégico y presupuesto participativo a nivel distrital y departamental en el Perú, nos permite identificar varios vacíos o “cuellos de botella”, que en muchos casos han obstaculizado el avance o el éxito de los procesos. 

En lo institucional: 

· Dificultades para la construcción de una capacidad institucional eficiente, que implicando una gestión transparente, moderna y sostenible económicamente, permita a los gobiernos locales liderar de manera eficiente los procesos. El aparato burocrático de los gobiernos locales en la mayoría de los casos no están preparados para ajustarse a la inclusión de un nuevo proceso cuyas particularidades demandan mayor inversión de tiempo y canales de comunicación no previstos (la participación).

· Ausencia del sector privado, de los gremios empresariales y de los empresarios en los procesos de concertación para la planificación local. Menos aún los vemos representados en los procesos de presupuesto participativo. De igual forma existe poca representación de las universidades públicas y privadas, lo que indica una débil articulación de lo formativo con la realidad inmediata y el desarrollo.

· Si bien existe una normatividad a nivel nacional (leyes marco, orgánicas), en los espacios locales son muy pocas las experiencias que han formulado ordenanzas y reglamentos municipales. Esto dificulta la institucionalización de los procesos , y por tanto las decisiones tomadas de manera concertada no siempre son vinculantes a los acuerdo finales adoptados por el gobierno local o regional.

En lo político:

· Existe una escasa intervención de los políticos en los procesos del presupuesto participativo, entre otras cosas por la pérdida de poder producto de la implementación de este mecanismo. 

· Las pugnas por los espacios de poder es un elemento muy recurrente a nivel de las dirigencias. Existe el riesgo permanente de que los espacios de concertación o de toma de decisiones para la planificación y el presupuesto participativo se conviertan en nuevos “nichos” de poder para algunos líderes locales que buscan legitimarse nuevamente ante sus bases.

· Otro riesgo permanente es la consolidación de espacios de concertación y participación ciudadana compuesta únicamente por élites regionales y locales, excluyendo a otros sectores.

· Finalmente otra limitación seria es la desarticulación existente entre los objetivos estratégicos de la región o municipio y las demandas de la población que se traducen en pequeñas obras.

En la participación ciudadana:

· El nivel de desconfianza de la población hacia las autoridades limita la participación de las primeras en los espacios promovidos por los gobiernos locales y regionales, afectando la credibilidad de los procesos en curso.

· La desconfianza como la poca efectividad de estos espacios de concertación afectan la renovación dirigencial y por tanto los grados de representatividad de los líderes locales.

· No siempre están representadas todas las poblaciones y por tanto todos los intereses en los espacios de concertación y en la toma de decisiones. 

· La inexistencia de identidades locales sólidas afecta el real involucramiento de todos los sectores de la población en procesos de planificación estratégica y de presupuestos participativos.

En las capacidades de gestión:

· Existe una desarticulación además de escasa comunicación entre las instancias encargadas al interior del gobierno de normar y ejecutar los planes y presupuestos. La promoción de instancias de participación y concertación no siempre se articulan a los procesos institucionales en curso, que tienen otros tiempos y otros responsables.

· La desarticulación entre lo estratégico y lo operativo conlleva a la “pulverización” del presupuesto público, dado que se privilegia una distribución aparentemente “equitativa” por territorio como una forma de resolución de conflictos.

· Las metodologías utilizadas hasta el momento para planificar el desarrollo y priorizar el gasto público están pensadas para resolver sólo partes del proceso (el plan, la consulta, la mesa de trabajo, el presupuesto participativo), pero no están diseñadas pensando en un sistema integral.

· A nivel de la conversión de las expectativas de la población en objetivos, programas, subprogramas y proyectos, existe un déficit de capacidades técnicas a nivel de los funcionarios y de los líderes locales.

· En la mayoría de experiencias la accesibilidad a la información pertinente y oportuna ha sido una gran debilidad en el momento de la priorización y para la vigilancia ciudadana. Esto cuestiona la transparencia de los procesos.

CONCLUSIONES

La participación ciudadana debe partir, en nuestro medio, de considerar nuevas formas de inclusión, consulta y movilización social con la finalidad de informar además de ejercer influencia sobre instituciones y políticas que afectan la vida de la comunidad. Para ello es necesario que la sociedad civil sea activa y comprometida, con capacidad de expresar sus demandas propiciando espacios de concertación y diálogo para la co-gestión del territorio.

Los procesos participativos pretenden fortalecer a la sociedad civil alimentando un aprendizaje continuo y dinámico donde se promueva la concertación así como la constitución  de nuevos incentivos y espacios par a la acción colectiva. Al mismo tiempo debe permitir la renovación de los liderazgos locales y el fortalecimiento de las identidades a partir de la construcción de una visión de conjunto. Una gestión participativa impulsa la creación de esferas públicas no estatales, autónomas que cumplen el rol de interlocutores antes las diferentes instancias del gobierno.

No existen fórmulas mágicas o modelos estándares para desarrollar procesos de gestión participativa. Los fenómenos sociales son complejos, con avances y retrocesos. Constituyen un proceso de aprendizaje así como de construcción de valores y de una cultura política distinta a la que hemos estado acostumbrados. Por ello es imprescindible contar con una clara voluntad política, mucha transparencia en las acciones y principios rectores compartidos, que posibiliten construir un escenario de confianza. La planificación y presupuesto participativo constituyen dos instrumentos par la gestión democrática que están despertando interés a nivel mundial. Pero debemos ser conscientes que si bien constituyen de un lado una gran oportunidad para fortalecer a nuestras débiles democracias, por otro lado, pueden convertirse en un arma de doble filo si son usados para cooptar y utilizar la participación ciudadana con otros fines.
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